Causa Nro. 11746 -Sala IV “MIRANDA, Rogelio Daniel s/recurso de casación”.
Cámara Federal de Casación Penal

REGISTRO Nro: 629/12
//la ciudad de Buenos Aires, a los      24                       días del mes de           abril       


del año dos mil doce, se reúne la Sala IV de la Cámara Federal de Casación Penal integrada por el doctor Mariano Hernán Borinsky como Presidente, los doctores  Gustavo M. Hornos y Juan Carlos Gemignani como Vocales, asistidos por la secretaria actuante,  a los efectos de resolver el recurso de casación de fs. 222/229vta. de la presente causa nro. 11746 del registro de esta Sala, caratulada: “MIRANDA, Rogelio Daniel s/recurso de casación”; de la que RESULTA: 
I. Que el Juzgado Nacional en lo Correccional Nº 14 de esta ciudad, en la Causa N( 31.975 de su registro, con fecha 20 de octubre de 2009, en lo que aquí interesa, resolvió: CONDENAR a Rogelio Daniel MIRANDA en orden al delito de lesiones culposas (art. 94 del Código Penal) a la pena de tres mil pesos de multa ($ 3.000) y dieciocho meses de inhabilitación especial para conducir cualquier tipo de vehículos, con costas (arts. 26 y 94 del Código Penal y 530 y 531 del Código Procesal Penal).
II. Que, contra dicha resolución, la doctora Karina Andrea Bianchi, Defensora Pública Oficial en lo Correccional de la Capital Federal, a cargo de la Defensoría Nº 4, interpuso recurso de casación a fs. 222/229vta. Este fue concedido a fs. 230 y mantenido a fs. 235. 

 

III. Que la impugnante fundó su recurso en los motivos previstos en los incisos 1º y 2º del art. 456 del C.P.P.N.

          Argumentó que la sentencia condenatoria vulneró el derecho a contar con una vía recursiva suficiente y eficaz, toda vez que se evitó reflejar en el acta de la audiencia el tenor de los interrogatorios y de las respuestas de los testigos; las contradicciones de los dichos anteriores incorporados por lectura respecto de tres de los cuatro testigos; y las remisiones y desdichos del damnificado, dando por tierra con el alcance y sentido de jurisprudencia de la C.S.J.N. in re: “CASAL, Matías Eugenio”. Manifestó, asimismo, que el decisorio atacado contiene una valoración parcial y antojadiza de la prueba producida en el debate.
          Finalmente, en lo que respecta a los vicios in iudicando, señaló que el a quo incurrió en una errónea aplicación de la ley sustantiva, en cuanto omitió el debido análisis de la causalidad y de la imputación objetiva del resultado a la responsabilidad de MIRANDA, aun estando al mérito de la prueba que se propone en la decisión en el recurso. 
Por añadidura, hizo reserva del caso federal. 
IV. A fs. 237/239, se presentó en el término de oficina la doctora Elisa Herrera, Defensora Ad-hoc ante la Cámara Federal de Casación Penal, y suscribió los agravios formulados por su colega de la instancia anterior, destacando que el déficit que presenta el acta de debate suscripta “con reservas” por la defensora produce una mengua del derecho de defensa del imputado, toda vez que dificulta el cotejo de la prueba producida. 

V. Que superada la etapa prevista en los arts. 465, último párrafo y 468 del C.P.P.N., de lo que se dejó constancia en autos, quedaron las actuaciones en estado de ser resueltas. Habiendo concordancia de opiniones, se efectuó un voto conjunto.
En primer término, se hará referencia al agravio de la impugnante en orden a la ausencia de transcripción, en el acta de debate, de los dichos de los testigos en la audiencia oral.

En este orden de ideas, cabe recordar que el artículo 394 del C.P.P.N. establece que el Secretario deberá levantar un acta del debate bajo pena de nulidad, la que contendrá las condiciones personales del imputado y de las otras partes (inciso 3(); el nombre y apellido de los testigos, peritos e intérpretes, con mención del juramento y la enunciación de los otros elementos probatorios incorporados al debate (inciso 4(); y otras menciones prescrip​tas por la ley o las que el Presidente ordenare hacer, o aquellas que solicitaren las partes y fueren aceptadas (inciso 6(). En el último párrafo se determina que la falta o insuficiencia de estas enunciaciones no causa nulidad, salvo que ésta sea expresamente establecida por la ley.

Sin embargo, la norma citada no exige “...que el acta contenga la mención de todo lo ocurrido en la audiencia, sino que bastará que allí se consigne lo prescripto por la ley, y lo que el presidente ordene y las partes soliciten bajo protesta de recurrir en casación, dado que ésta es la única forma de abrir la posibilidad de revisión por este Tribunal de instancia extraordinaria” (Cfr. voto del doctor Hornos in re: “ACUÑA, Leonel Gregorio s/recurso de casación”, de esta Sala IV de la C.F.C.P –con otra integración-, causa Nro. 1089, Reg. Nro. 1619.4, rta. el 27/11/98). También, más recientemente, in re: “VALENZUELA, Lucas Matías s/recurso de casación” causa Nro. 6060, Reg. Nº 8642.4, rta. el 28/5/2007).
Con fundamento en esa exégesis, basta para el rechazo del agravio en estudio, compulsar que en el acta obrante a fs. 215/216vta. se cumplió estrictamente con los requisitos legales menciona​dos al inicio, y fundamentalmente, que no surge de ese documento –ni tampoco lo alegó la recurrente, más allá de haber suscripto el acta “con reservas”- que la defensa hubiera ejercitado la petición prevista por el inciso 6() del art. 394 del C.P.P.N., solicitando se deje expresa constancia de los dichos de los testigos Marini y Candia, que señala no poder controlar en virtud de no hallarse íntegramente transcriptos. 
Por tanto, no se advierte la existencia de un perjuicio que justifique la sanción de invalidez del decisorio atacado reclamada por la defensa oficial del encartado. Por consiguiente, su planteo debe ser rechazado.
En cuanto al agravio vinculado a la supuesta errónea valoración, por parte del a quo, de la prueba producida en el debate –la que según sostiene la recurrente no resulta suficiente para sustentar un juicio de certeza respecto de la responsabilidad penal de MIRANDA por el hecho que se le imputa-, cabe tener presente que el episodio que motivó la presente causa se produjo en la intersección de las avenidas Nogoyá y Nazca de esta ciudad, e involucró al rodado de alquiler conducido por el imputado Rogelio Daniel MIRANDA y la motocicleta en la que viajaba Leonel Cristián Marini. Así, el a quo consideró acreditado que MIRANDA, que circulaba por Nogoyá, intentó doblar hacia la izquierda (maniobra prohibida ya que se trata de una arteria de doble mano y no hay en esa esquina semáforo que la habilite), invadiendo el carril contrario por el que venía Marini, quién se vio obligado a frenar y cayó hacia adelante, golpeando el asfalto con la cabeza y fracturándose la mandíbula.   

Ello, de conformidad con los testimonios prestados por la víctima y otro testigo, Damián Sebastián Candia, cuyo relato coincidió en lo sustancial con el de Marini. MIRANDA, por su parte, manifestó que había doblado a la izquierda para intentar esquivar –sin éxito- a la motocicleta que se aproximaba de contramano. 

Si bien la impugnante señaló la existencia de ciertas contradicciones entre las declaraciones prestadas por los dos testigos precedentemente mencionados, tanto entre sí como con lo que surge de otros elementos de prueba, lo cierto es que ninguna de dichas contradicciones se vincula al aspecto central de la controversia, esto es: cómo fue que se produjo el accidente que le provocó las lesiones a Marini. 
Sobre dicha cuestión es que –como afirmó el a quo- “Ambos fueron muy claros en sus deposiciones, dando detalles de modo, tiempo y lugar sobre el episodio”. La conclusión del sentenciante es correcta en orden a que “…las mismas son sobre hechos que no hacen al accidente en sí, sino a pequeñas circunstancias que rodean el episodio, y que no afectan la certeza del suscripto acerca del modo de ocurrencia del hecho investigado”; lo que implica que el agravio de la defensa no pueda prosperar. 
Por último, en lo que atañe al planteo de la impugnante en que se postula que el accidente fue consecuencia del exceso de velocidad en el que circulaba Marini, siendo que si éste hubiera conducido a la velocidad reglamentaria el hecho no habría tenido lugar, también se habrá de disentir con la defensa de MIRANDA. Ello, toda vez que se basa en una sobrevaloración de la importancia del exceso de velocidad (admitido por la víctima) en la causación del accidente en el cual resultó lesionado. 

En este orden de ideas, cabe recordar que según explica Manuel CANCIO MELIÁ, la posible relevancia de las características de la conducta de la víctima en cuanto a su significado normativo ha de tenerse en cuenta en el plano de la tipicidad de la conducta del autor –en su caso, imputando lo sucedido al ámbito de responsabilidad de la víctima y excluyendo la imputación objetiva de la conducta del autor- cuando la existencia de una interacción convierta el suceso en algo común de autor y víctima. Sin embargo, una vez constatada la relevancia típica de la conducta del autor, o, lo que es lo mismo, la imputación objetiva del comportamiento de éste, la posible relevancia de una conducta posterior de la víctima sólo puede derivar de que ésta afecte la “emanación” de la conducta objetivamente imputable al autor, es decir, que afecte a la dimensión de riesgo de ésta. Y para verificar dicha posible relevancia es necesario partir del riesgo creado, es decir de la posible influencia de la conducta posterior en el mismo (cfr. aut. Cit., Aproximación a la teoría de la imputación objetiva, en AAVV, “Derecho Penal y sociedad. Estudios sobre las obras de Günther Jakobs y Claus Roxin, y sobre las estructuras modernas de la imputación”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2007, T. I, págs. 229/252. Págs. 249/250 –énfasis en el original).
En dicho contexto, el exceso de velocidad admitido por la víctima (que dijo haber estado conduciendo a 65 o 70 kilómetros por hora, es decir entre 5 y 10 kilómetros por encima del límite permitido en avenidas) no presenta entidad suficiente como para afectar la dimensión de riesgo de la conducta desarrollada por MIRANDA (invadir el carril contrario mediante un giro prohibido), cuyo nivel de transgresión a los límites del riesgo permitido en el ámbito del tráfico vehicular resulta, por sí solo, lo suficientemente relevante como para justificar la imputación objetiva del resultado a su respecto. 
El doctor Juan Carlos Gemignani participó de la deliberación de las cuestiones aquí traídas a estudio pero no firma la decisión adoptada por encontrarse en uso de licencia (art. 399 in fine del C.P.P.N. y 109 del R.J.N.).


         Por ello, en mérito del acuerdo que antecede, el tribunal



RESUELVE:


RECHAZAR el recurso de casación de fs. 222/229vta, deducido por la doctora Karina Andrea Bianchi, Defensora Pública Oficial de Rogelio Daniel MIRANDA; sin costas (arts. 530 y 531 in fine del C.P.P.N.). Tener presente la reserva del caso federal.-


Regístrese, notifíquese y remítase al tribunal de origen, quién deberá notificar personalmente al imputado, sirviendo la presente de atenta nota de envío.

Mariano Hernán Borinsky                                 Gustavo M. Hornos                                                         

Ante mí:
NADIA A. PÉREZ

SECRETARIA DE CÁMARA

